
 

 
 

INICIATIVA QUE ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES MINERA, 

Y GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, A CARGO 

DEL DIPUTADO TEÓFILO MANUEL GARCÍA CORPUS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PRD 

El suscrito, Teófilo Manuel García Corpus, diputado de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión de los 

Estados Unidos Mexicano por el Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en los artículos: 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta honorable asamblea la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan y derogan diversas disposiciones de las 

leyes Minera, y General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente , al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En México la minería ha sido una actividad económica muy importante. Los pueblos que originariamente 

habitaron el territorio que hoy ocupa México la utilizaban para elaborar obras de orfebrería, como lo 

demuestran los hallazgos arqueológicos de los pueblos mixtecos, zapotecos, purépechas, nahuas y mayas. En 

esa época los minerales carecían del valor mercantil que adquirieron con la llegada de los europeos y se les 

usaba más con fines ornamentales y en algunos casos para construir utensilios para medicina y armas para la 

guerra. 

Con la invasión española los minerales se convirtieron en “señuelo de conquistas y fundación de poblaciones 

durante todo el siglo XVI”, como han afirmado algunos historiadores; donde existían grandes vetas de oro y 

plata se construían las ciudades novohispanas, la mayoría de las veces despojando a los pueblos originarios y 

esclavizando a sus habitantes. El mineral que se extraía se destinó a financiar el crecimiento de los Estados 

europeos, mientras a los pueblos indígenas se les sometía a la explotación y a la miseria, lo que al paso de los 

tiempos fue causa de diversas rebeliones. 

Después de la Independencia de nuestro país de la Corona española, la industria minera decayó y solo se repuso 

hasta finales del siglo XIX, alcanzando su mayor auge en el periodo postrevolucionario. Durante la segunda 

década del siglo XX y lo que va del XXI, ha sido la época en que la minería ha incrementado su participación 

en el desarrollo del nuestro país, porque el Estado procuró leyes, instituciones y políticas que fomentaron la 

explotación de esta riqueza. 

Con la apertura económica al mercado internacional, las normas, instituciones y políticas sobre minería, se 

reformaron sustancialmente hasta permitir que sea el capital extranjero el que controle la explotación de 

nuestros recursos minerales. Esto ha dado como resultado que en la actualidad más del 26 por ciento del 

territorio mexicano se encuentre concesionado a empresas mineras extranjeras, sobretodo de capital canadiense, 

sin que nuestro país pueda beneficiarse con los ingresos económicos que esto representa. 

El sector minero-metalúrgico en México contribuye con el cuatro por ciento del producto interno bruto 

nacional, según Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática (Inegi). La Secretaría de Economía 

informa que México ocupa el primer lugar en la producción de plata a nivel mundial y se ubica entre los 10 

principales productores de 16 diferentes minerales de entre los que destacan el plomo, zinc, oro, cadmio y 

cobre. 

Por la ubicación geográfica de los recursos minerales los más afectados son los pueblos indígenas de México. 

La prensa, las investigaciones de la academia y los amparos que han interpuesto los pueblos permiten darnos 

cuenta de que las empresas mineras destruyen sus territorios, ocupan sus tierras por medio de concesiones o 



 

 
 

contratos leoninos firmados sin consultarles ni explicarles los usos que se les darán ni los efectos secundarios 

que de ello derivarán, como la contaminación de los mantos freáticos, del suelo agua y del medio ambiente, la 

destrucción de sus espacios sagrados, espirituales y culturales, y en general la pérdida del control de los 

espacios vitales para su existencia como pueblos. 

La industria minera es generadora de fuertes inequidades; las concesiones son ambicionadas tanto por 

inversionistas nacionales como extranjeros por los amplios márgenes de ganancia. En el 2015, la industria 

minera sumó 6 mil 576 millones de dólares de inversión directa, generó 352 mil 666 empleos directos y más de 

1.6 millones de empleos indirectos, de acuerdo con el reporte del Instituto Mexicano del Seguro Social, sin 

embargo, los trabajadores reciben bajos salarios además sufren una sistemática violación a sus derechos 

humanos que ponen en peligro la integridad y la vida de los mineros y genera grandes deterioros 

socioambientales. 

En 2016, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales informó que en el país hay 635 lugares 

contaminados sobre todo por el mal manejo de residuos peligrosos y por actividades mineras, 95 por ciento de 

los cuales no ha sido atendidos, según datos del Sistema de Sitios Contaminados de la misma secretaría. 

Algunos casos emblemáticos han sido: 

-El de la Minera San Xavier que opera fuera de la ley en San Luis Potosí, causando graves daños en el agua, 

el ambiente, la salud de la población y las alternativas de desarrollo de la zona. 

-El derrame de la minera Santa María. El Grupo Frisco, dueño de minera Santa María, ha contaminado, por 

descuido, con 50 mil toneladas de sales, se desconoce sin son de metales pesados, como cadmio, azufre, 

aluminio, arsénico que dañan de manera mortal al ser humano y al ganado. 

-La contaminación en Sonora por parte de la minera propiedad de Grupo México, donde 40 mil metros 

cúbicos de solución de ácido sulfúrico fueron derramados desde la mina de Cananea en aguas del río 

Bacanuchi en la zona de Río Sonora. 

-El caso del derrame de derrame de 10 mil 800 toneladas de residuos químicos en la presa de jales de la mina 

Dos Señores, ubicada en el municipio de Concordia, Sinaloa. 

Ante estas injusticias y deterioro de las condiciones de vida de los pueblos, varias organizaciones de la sociedad 

civil se han sumado a la lucha de los pueblos por la defensa de sus territorios. En el documento Impacto de la 

minería metálica en el recurso hídrico –de la investigadora del Centro de Investigaciones en Geografía 

Ambiental, de la Universidad Nacional Autónoma de México, Sol Pérez–, se advierte que son 103 conflictos 

vigentes a lo largo del país. “En Chihuahua la entidad con más problemas de este tipo, registra 13 conflictos; le 

sigue Zacatecas, con 12; Puebla, con ocho; Oaxaca, con siete; Chiapas, Michoacán, Baja California Sur y 

Sonora, con cinco cada una; San Luis Potosí, Durango, Guanajuato y Colima, con cuatro; Veracruz, Querétaro e 

Hidalgo, con tres; Jalisco, Coahuila y Estado de México, con dos; y Baja California, Nayarit, Morelos y 

Aguascalientes, con uno, respectivamente”. 

La revista Contralínea también se ha dado la tarea de registrar conflictos y sus causas como el caso Juba Wajíin 

(o San Miguel del Progreso, en español), hasta donde llegó la amenaza de la minería. Enclavada en La Montaña 

de Guerrero, una de las regiones más pobres del país, la comunidad indígena me’phaa ha dado la lucha legal, a 

partir de que no se atiende el derecho que tienen los pueblos indígenas a la consulta. El camino ha sido largo y 

tedioso porque los alegatos legaloides de las autoridades. No obstante, en este y otros casos el Poder Judicial y 

la Corte Interamericana de Corte Interamericana de Derechos Humanos han establecido que la sola amenaza a 

tierras indígenas es razón suficiente para que las comunidades puedan ampararse. 



 

 
 

Por otro lado, uno de los eventos más significativos de la reciente lucha en esta materia es el Segundo 

Encuentro Estatal de Pueblos, Comunidades, y Organizaciones, “Aquí Decimos Sí a la Vida, No a la Minería”, 

celebrado en Magdalena Teitipac, Tlacolula, Oaxaca, en febrero del 2018 y en cuya declaratoria, entre otros 

aspectos se señala: 

-La imposición del modelo extractivo de diferentes megaproyectos violentan los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas bajo el amparo de las leyes mexicanas. 

-El falso discurso del progreso, desarrollo o generación de empleo están minando la vida. Los pocos empleos 

que se crean en el sector minero tienen pésimas condiciones laborales como ha ocurrido en la región 

carbonífera de Coahuila en el norte del país, dejando más de 3 mil mineros muertos, generando el despojo del 

territorio y la destrucción de los bienes comunes naturales, y en consecuencia el desplazamiento forzado de 

miles de pobladores quienes pierden para siempre su vida sana, su conexión con la tierra, la naturaleza y sus 

procesos identitarios y culturales, los que en conjunto nos dan sentido de pertenencia; 

-Que las empresas y el gobierno han utilizado estrategias de violencia para generar un clima de terror y miedo 

para mermar la lucha de las comunidades y querer controlar el territorio donde existen yacimientos mineros 

...; 

-Rechazamos los programas del gobierno federal como Procede-Fanar-Rraja, que pretenden privatizar la 

tierra e individualizar a los ejidos y comunidades, condenamos el hostigamiento de la Procuraduría Agraria a 

través de los visitadores agrarios que pretenden imponer el programa de privatización a través de una serie de 

condicionamientos a los pueblos 

-Nos solidarizamos con las diferentes comunidades y movimientos que se encuentran en resistencia como: 

Magdalena Teitipac, Tlacolula, Oax, San José del Progreso, Pasta de Conchos, Coahuila, Chicomuselo, 

Chiapas, Coordinadora de Pueblos por el Cuidado y Defensa del Agua (Copuda), Comunidades del Istmo de 

Tehuantepec, y las diferentes resistencias que se encuentran en las regiones del estado; 

-Nos sumamos a la exigencia para la cancelación inmediata de los proyectos mineros y las concesiones 

mineras: Enriqueta y El Doctor, otorgadas en Magdalena Teitipac; Tlacolula en San Juan Guelavia; Progreso 

II, II (bis), III, en San José del Progreso; Los Ocotes II, III, IV (fracción 1 y 2), V (fracción 1 y 2), VI 

(fracción 1) en Ejutla de Crespo; Los Ocotes 1, Reducción Taviche oeste, Unificación Cuzcatlán en San 

Jerónimo Taviche; Lute dos, Lutito, en San Miguel Ejutla; La Raquelita I, del municipio de San Juan 

Tepeuxila, Cuicatlán; El Roble y Reducción El Roble en los municipios de Ixtlán de Juárez y San Pedro 

Yaneri; Lachatao, en Santa Catarina Lachatao; Zapotitlán 1 en municipios de San Carlos Yautepec, Santa 

María Ecatepec y Asunción Tlacolulita, entre otras, otorgados por el gobierno federal, sin la consulta ni el 

consentimiento de los pueblos. Exigimos el respeto irrestricto del derecho a la libre determinación y 

autonomía para que respeten nuestra forma de vida y nuestras aspiraciones que mejor nos convenga como 

pueblos y comunidades. 

Esta situación resulta más dramática cuando el Estado mexicano ha firmado y ratificado documentos jurídicos 

de carácter internacional que lo obligan a adecuar su legislación, instituciones y políticas públicas de tal manera 

que los pueblos indígenas puedan ejercer sus derechos y el Estado les garantice vías institucionales para 

defenderlos cuando estos sean violados; la falta de una legislación apropiada y políticas públicas con estos 

propósitos, constituye una grave omisión y una deuda del Estado con los pueblos indígenas, que es urgente 

resarcir. 



 

 
 

Desde el 10 de junio de 2011 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las reformas a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos que el Constituyente Permanente aprobó, relativas a los derechos 

humanos y sus garantías. Dichas reformas colocan los derechos humanos contenidos en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales –de los que el Estado mexicano sea parte– en 

una misma situación jerárquica y el Estado debe garantizarlos de la misma manera, sin que puedan restringirse, 

salvo los casos y en las condiciones que la propia ley establece. 

Sin embargo, el Estado mexicano no ha cumplido su obligación de garantizar el goce de los derechos de los 

pueblos indígenas reconocidos en los tratados internacionales, que, como ha quedado de manifiesto 

anteriormente, son violentados con la actividad de la industria minera. Así que mantener una legislación minera 

como la actual deja en indefensión a los pueblos o promueve la tardada judicialización de los casos, con el 

consecuente desgaste social, económico y patrimonial de los pueblos indígenas y de México. 

Evitar lo anterior, es precisamente, el objetivo de la iniciativa que hoy presento ante esta representación 

nacional, su contenido está orientado a subsanar, en lo que al Poder Legislativo federal corresponde, la deuda 

histórica que tiene el Estado mexicano con nuestros pueblos y comunidades indígenas, y con la comunidad 

internacional, por la falta de congruencia entre nuestra legislación y los compromisos internacionales, para que 

estos derechos sean efectivos. 

La iniciativa de mérito busca garantizar que la actividad minera no atente contra la existencia de los pueblos 

indígenas como colectivos humanos con culturas diferenciadas, que le dan sustento a la multiculturalidad del 

país, según dispone la Carta Magna. De la misma manera pretende establecer mecanismos para que se garantice 

la preservación de sus tierras y territorios, así como los recursos naturales que en ellos existentes, incluidos los 

minerales. 

Obviamente, sabemos que es facultad exclusiva del titular del Poder Ejecutivo federal el otorgamiento de las 

concesiones en esta materia y en esta iniciativa tampoco propongo una intromisión indebida del Poder 

Legislativo federal en esa facultad que solo a él corresponde. Lo que se busca es que dicha facultad se ejerza 

dentro de los límites que el propio orden jurídico mexicano y el internacional del que éste forma parte establece, 

dentro de los cuales se encuentra el respeto de los derechos de los pueblos indígenas, expresamente contenido 

en los artículos sexto y quince del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, así como los 

artículos 15, 17, 19, 30, 32 y 36 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas. 

La iniciativa que estoy presentando, se fundamenta también en el contenido de la jurisprudencia emitida por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya jurisdicción ha sido reconocida plenamente por el Estado 

mexicano. En ella el máximo tribunal latinoamericano ha señalado que los recursos naturales y la relación 

espiritual o cultural que los pueblos indígenas mantienen con ellos constituye un derecho fundamental, lo 

mismo que su derecho a no ser desplazados ni privados de las fuentes donde obtienen sus alimentos, por lo que, 

en todo caso, tienen el mismo derecho a beneficiarse de su explotación y en su caso, a que los daños que se les 

causen por esta actividad les sean reparados. 

Fundamentalmente la iniciativa aborda cuatro aspectos: 

-El primero es adicionar un capítulo a la Ley Minera para garantizar en esta materia, el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas a la consulta libre, previa e informada con objeto de tomar acuerdos con la 

autoridad; 



 

 
 

-El segundo es la derogación de los párrafos de los artículos 13 y 13 Bis de la misma ley que establecen como 

condición para entregar una concesión minera a los pueblos indígenas que éstos, por lo menos, igualen la 

postura económica de las empresas que también compitan por la concesión, condiciones que de suyo son un 

contra sentido e insulto a los pueblos indígenas porque debido a la pobreza e inequidad en que viven, nunca 

podrán igualar las ofertas económicas de las empresas; 

-Tercero se propone una adición al vigente artículo 42 para que se considere causa de nulidad de las 

concesiones o asignaciones mineras en territorios indígenas, la contaminación grave del habitad y recursos 

naturales de dichos territorios; y 

-Cuarto considero necesario adicionar un artículo, que será el 28 Bis de la Ley General del Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente, para establecer que la evaluación del impacto ambiental para las 

actividades mineras incluya componentes como el grado de afectación que dichas obras pueden tener sobre 

las formas de vida los pueblos indígenas y sus comunidades, incluyendo sus lugares sagrados, espirituales y 

culturales; las medidas que se tomarán para evitarlos o mitigarlos, las formas de reparar los daños que en su 

caso se llegaran a causar, y la forma de garantizarlos 

En mérito de lo expuesto, someto a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Minera y de la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 

Artículo Primero. Se adiciona un capítulo 2 Bis, De la explotación minera y los derechos de los pueblos 

indígenas, y los artículos 18 A, 18 B, 18 C, 18 D, 18 E, 18 F, 18 G, 18 H; se adiciona una fracción, que será la 

IV, al artículo 13 Bis y una fracción que será la VI del artículo 42 y se derogan el tercer párrafo del artículo 13 y 

último párrafo del artículo 13 Bis de la Ley Minera. Para quedar como se indica a continuación: 

Artículo 13. ... 

... 

Se deroga. 

... 

... 

Artículo 13 Bis. ... 

I ... 

II... 

a) ... 

b) ... 

c) ... 



 

 
 

d) ... 

III. ... 

Se deroga. 

IV. Cuando el terreno se encuentre en un área considerada como territorio indígena, para adjudicar la 

concesión se estará a lo dispuesto en los artículos 18 A al 18 H del Capítulo Segundo Bis de la presente 

Ley. 

Capítulo Segundo Bis 

De la Explotación Minera y los Derechos de los Pueblos Indígenas 

Artículo 18 A. Los pueblos indígenas y sus comunidades tienen derecho a usar y aprovechar los recursos 

naturales existentes en sus tierras y territorios, incluido el uso cultural, ceremonial y espiritual que realicen en 

ellos. 

De igual manera, tienen derecho a participar y beneficiarse del aprovechamiento de los recursos minerales 

existes en sus tierras y territorios, así como a que no se destruyan a causa de esta actividad, y se preserve su 

hábitat. 

Para el caso de que por alguna causa se destruya, tienen derecho a una reparación justa, que correrá a cargo del 

responsable y, en su caso, del Estado. 

Artículo 18 B. Los pueblos indígenas y sus comunidades tienen derecho preferente para obtener las 

concesiones mineras cuando el mineral sobre el que recaigan se encuentre en sus tierras o territorios. Cuando 

manifiesten su voluntad de obtener dichas concesiones, el Estado, a través de las dependencias o entidades 

correspondientes, deberá brindarles el apoyo y la asesoría técnica necesaria para el ejercicio de este derecho. 

Artículo 18 C. El Ejecutivo federal no podrá otorgar ninguna concesión sobre tierras o territorios indígenas, sin 

contar con el consentimiento previo, libre e informado, otorgado por los pueblos o comunidades indígenas que 

pudieran verse afectados con motivo de dicho otorgamiento. 

Artículo 18 D. El consentimiento a que se refiere el párrafo anterior deberá ser otorgado por los pueblos 

indígenas o sus comunidades, según el caso, por medio de consultas que se lleven a cabo a través de las 

autoridades representativas de dichos pueblos indígenas o sus comunidades y mediante los procedimientos que 

acostumbran utilizar para discutir y tomar acuerdos sobre los problemas de su interés. 

Artículo 18 E. Es responsabilidad de la Secretaría de Economía la realización de la consulta, cuando pretenda 

obtener el consentimiento previo al otorgamiento de concesiones mineras en territorios indígenas. Para llevarla 

a cabo deberá proporcionarles toda la información necesaria para que tomen una decisión razonada sobre su 

pretensión y acordar con ellos el mecanismo de consulta, así como los objetivos específicos de ella. 

Artículo 18 F. En el caso de que los pueblos indígenas o sus comunidades, según el caso, otorguen su 

consentimiento, antes de autorizar las concesiones, el Estado deberá asegurarse que las actividades de 

exploración, explotación y beneficio que se pretendan realizar no pongan en peligro la existencia de los pueblos 

indígenas o sus comunidades. Se entiende que se pone en peligro la existencia de los pueblos indígenas o sus 

comunidades, cuando se puedan presentar los siguientes casos: 



 

 
 

I. Produzcan el desplazamiento de los pueblos, 

II. Se afecten sus fuentes de obtención de alimentos para la población, o se provoquen daños graves a la 

salud, 

III. Disminuya la capacidad de captación de agua para consumo o la producción de alimentos, 

IV. Se destruyan o modifiquen sustancialmente sus lugares sagrados, espirituales y de reproducción cultural, 

V. La actividad minera represente una causa preponderante de migración de los miembros de los pueblos 

indígenas o sus comunidades. 

Artículo 18 G. Cumplidos los requisitos anteriores el Ejecutivo federal podrá otorgar las concesiones mineras, 

pero antes de comenzar las actividades de exploración o explotación que se concesionen, las empresas deberán 

pactar con los pueblos indígenas o sus comunidades, y con la participación del Estado, mínimamente lo 

siguiente: 

I. Las condiciones en que se desarrollarán las actividades de exploración, explotación y beneficio, 

II. Las medidas para evitar la contaminación o destrucción de sus tierras, territorios, recursos naturales y 

medio ambiente, incluidos sus lugares sagrados, espirituales o culturales, 

III. Las formas de reparar los daños que pudieran causarse, a pesar de las medidas tomadas y la forma de 

garantizar que se llevaran a cabo, y 

IV. Los beneficios que los pueblos y comunidades indígenas obtendrán de la explotación minera, entre los 

cuales, se considerarán: 

a). Por lo menos un 5 por ciento del valor de los minerales extraídos para destinarse a proyectos, obras o 

actividades de desarrollo comunitario. 

b). Las posibilidades de asociación de los pueblos o comunidades indígenas con la empresa concesionaria, 

en los términos de la legislación aplicable. 

Artículo 18 H. Será nulo de pleno derecho, todo acto que se realice en contravención de lo dispuesto en este 

capítulo. 

Artículo 42. ... 

I. a V ... 

VI. Causar daño significativo o irreversible al hábitat y recursos naturales de los territorios indígenas, de 

acuerdo al dictamen respectivo que emita la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. 

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 28 Bis a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente, en los siguientes términos: 

Artículo 28 Bis. Cuando las obras a que se refiere el artículo anterior se realicen sobre tierras o territorios 

indígenas, o sus efectos puedan impactarlas, la evaluación del impacto ambiental incluirá el grado de afectación 



 

 
 

que dichas obras pueden tener sobre las formas de vida los pueblos indígenas y sus comunidades, incluyendo 

sus lugares sagrados, espirituales y culturales; las medidas que se tomarán para evitarlos o mitigarlos, las formas 

de reparar los daños que en su caso se llegaran a causar, y la forma de garantizarlos. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de octubre de 2018. 

Diputado Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica) 

 


